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I. Antecedentes conceptuales 

El actual contexto de crisis económica que atraviesan diversos países desarrollados del planeta, 
se ha manifestado en algunas fisuras respecto a la sostenibilidad de los sistemas de bienestar o 
de los Estados-providencia. Se aduce que el bajo crecimiento, la acumulación de deuda pública  
y las crecientes demandas por servicios sociales producto del envejecimiento de la población o 
de la migración (como plantean los sectores más nacionalistas), ameritan una revisión crítica de 
los sistemas de bienestar.

Pero ninguna de estas críticas, ya sea por si sola o en conjunto, han sido capaces de explicar el 
debilitamiento de los vínculos sociales en las sociedades contemporáneas que esconde esta 
crisis, de lo cual el bienestar es una de sus expresiones más sentidas. Esto da pábulo para 
plantear que en las crisis de los sistemas de bienestar o Estados-providencia se esconden 
razones más profundas, que dicen relación con un agotamiento de los términos del  Contrato 
Social que dieron vida a los Estados-naciones en el siglo XIX y, especialmente, en los términos 
en  que  se  consolidaron  en  el  siglo  XX.  El  factor  desencadenante  de  esta  crisis,  es  el  
advenimiento de una tercera revolución industrial, que a diferencia de las dos anteriores, los 
Estados no son una condición necesaria para su crecimiento.

En este contexto, como plantea Pierre Rosanvallon,  se debe “replantear el sentido de los dos  
pilares clásicos del contrato social de la segunda revolución industrial: el contrato salarial y el  
Estado-providencia asegurador. Y en cierta forma se debe replantear también el contrato social  
que dio origen a nuestros Estados-naciones en el siglo XIX”1. Analicemos cuáles han sido las 
transformaciones  que  han  operado  en  estos  pilares  clásicos  que  ameritarían  un 
replanteamiento. 

En lo referido al contrato salarial, éste fue la principal puerta de acceso de las personas a la  
seguridad social.  Organizaba la producción de los trabajadores en empresas, las cuales se 
mostraban en constante expansión y crecimiento generando grandes complejos industriales, 
que decantó en un rápido proceso de homogeneización que se dio a llamar la clase obrera, que 
por  amplitud  y  asimetría  de  poder  respecto  a  la  empresa,  sólo  podía  representarse 
colectivamente a través de los sindicatos o uniones. A partir de los años 90, en el capitalismo  
tardío, el sistema productivo se extiende generando la multiplicación de pequeñas estructuras 
productivas  en  desmedro  de  los  grandes  complejos  industriales,  que  se  expresa  en  una 
recomposición del trabajo, reagrupando a trabajadores de un mismo nivel para constituir una 
multitud  de  pequeñas  unidades  homogéneas  de  trabajo  pero  separadas  unas  de  otras  (el 
fenómeno de las maquilas es  elocuente).  Ello  ha afectado  el  vínculo  del  trabajador  con  la 
empresa, pues el contrato de trabajo ha acentuado la particularización y precarización del lazo 
entre cada trabajador y su empresa, que se ha materializado en el debilitamiento u ocaso del 
sindicalismo. En resumen, “la empresa de hoy individualiza, mientras que antes congregaba. El  
capitalismo de los  años 60’  “producía”  directamente a  la  clase  obrera.  Tenía un efecto  de  
homogeneización social,  pues integraba todas las diferencias individuales para construir  un  
trabajador colectivo”2.

Ello ha implicado que actualmente sea el derecho más que el contrato social de la empresa el 
motor del progreso para reducir desigualdades materiales o de estatus en el ámbito del trabajo,  

1 Rosanvallon, Pierre, “La globalización exige un nuevo contrato social”, en  Temas de desarrollo sustentable Nº 4, 
PNUD y Ministerio Secretaría General de Gobierno de Chile, Santiago de Chile, 2000, p. 9.
2 Ibíd. p. 6.



que contemporáneamente se manifiesta en términos del derecho del ser humano a trabajar. “Se 
trata  ahora  de  organizar  el  estatuto  y  la  protección  de  trabajadores  flexibles,  móviles  y  
dispersos  en  un  número  creciente  de  pequeñas  unidades,  al  contrario  de  los  antiguos  
trabajadores,  estables y  agrupados en empresas cuya dimensión económica no  dejaba  de  
crecer”3.  Con  anterioridad,  esas  diferencias  se  podían  regular,  por  ejemplo,  mediante  la 
negociación colectiva, ahora esas diferencias están desreguladas4. 

Respecto  del  replanteamiento  de  los  Estados  de  providencia,  no  obstante  reconocer  las 
dificultades que ha acarreado la expansión de éstos durante las décadas de los 70 y 80 en su 
sostenibilidad financiera, es claro que hay razones más profundas. A este respecto, diversos 
autores han planteado la crisis de los principios organizadores de la solidaridad, en tanto las  
formas que aseguraban ésta se han diluido o debilitado. La ventaja que presentaba el modelo 
anterior,  era que asimilaba la  solidaridad a un contrato  y  los problemas sociales a riesgos 
estadísticos.  Esta  identificación  del  Estado-providencia  con  una  especie  de  sociedad 
aseguradora,  está llegando a su fin. Asistimos a una separación progresiva de la seguridad 
social y la solidaridad. Los cambios demográficos, la disociación creciente entre la esfera de los 
cotizantes y la de los que tienen derecho, el conocimiento acrecentado de las diferencias entre  
los individuos y los grupos, se conjugan para fracturar la visión aseguradora de la solidaridad. 
Dichas  evoluciones  conducen en  cambio  a  hacer  necesario  un  enfoque más  directamente 
político  de  la  solidaridad.  “El  “cara  a  cara”  del  contrato  social  deberá,  de  este  modo,  ser  
sustituido por la mano invisible de la seguridad”5.

Todo esto hace necesario replantear el contrato social. Actualmente es imposible reconstruir 
formas de solidaridad social sin plantearse en cierta medida “rehacer la nación”6. Es decir, sin 
actualizar la base cívica sobre la cual se asienta el reconocimiento de una deuda social mutua. 
Para  ello  hay  que  evitar  dos  peligros:  la  disolución  silenciosa  del  lazo  social  —que  es  la 
pregunta por la cohesión social— y la exaltación artificial de un pueblo imaginario —que entraña 
el peligro del nacionalismo—. Hoy tenemos una sociedad más segmentada, en la que poco a 
poco la gente vive en mundos diferentes, encerrados en sus mundos individuales y aislados 
unos  de  otros.  Esto  acarrea  un  “riesgo  cívico”,  tal  como  la  multiplicación  de  los  “barrios 
cerrados”,  la  desaparición  de  espacios  cívicos  y  el  desmembramiento  de  la  sociedad.  La 
consecuencia de dichas tendencias es la disolución del lazo social.

II. La Crisis de la Seguridad Social

La noción de Seguridad Social estuvo asociada al desarrollo de un incipiente Estado Benefactor 
en  América  Latina,  donde  a  la  par  de  la  búsqueda  del  crecimiento  económico  y  la  
industrialización, se persiguió objetivos de mejoramiento social y de la calidad de vida de la 
población, con un énfasis eminentemente redistributivo, siendo las características principales de 
estos sistemas la Universalidad y la Solidaridad7. Así, “el concepto de seguridad social abarca 
todo régimen o programa establecido por ley u otra disposición obligatoria que garantiza una  
protección, ya sea en prestaciones en dinero o en especie, en caso de accidente de trabajo,  
enfermedad  profesional,  desempleo,  maternidad,  enfermedad  común,  invalidez,  vejez,  
jubilación, supervivencia o muerte, y que incluye, entre otras, prestaciones por hijos y por otros  

3 Ibíd. p. 9.
4 Castel, Robert,  La metamorfosis de la cuestión social. Una crónica del salariado, Ediciones Paidos Ibérica, Madrid, 
1997.
5 Rosanvallon, Op. Cit. p. 10.
6 Ibíd.
7 Uthoff, Andras, “Mercados de trabajo y sistemas de pensiones”, en Revista de la CEPAL, nº 78. CEPAL, Santiago de  
Chile, 2002.
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miembros de la familia, prestaciones de salud, prevención, rehabilitación y cuidados de larga  
duración.  El  término  puede  incluir  el  seguro  social,  la  asistencia  social,  los  regímenes  de  
prestaciones mutuales, los fondos de previsión, y otros regímenes especiales”8.

Este modelo de Seguridad Social se basaba en una serie de supuestos que le daban sustento, 
como era la noción de pleno empleo, la formalidad de las relaciones laborales y una estructura  
familiar de tipo nuclear (donde la madre e hijos accedían a la seguridad a través del trabajo del 
padre). Aspectos, que se encuentran actualmente en profunda mutación.

Se produce  de  esta  forma un  giro  en 180  grados,  que supuso  el  paso  de  un  sistema de  
Seguridad Social a uno de Protección Social, el cual en términos generales se define como “el 
conjunto de intervenciones de entes públicos y privados que buscan aliviar a los hogares y a los  
individuos de la carga que significa una serie de riesgos y necesidades”9. En la actualidad la 
Protección  Social  ha  sido  entendida  como  el  entrecruzamiento  de  tres  dimensiones:  1)  el 
acceso a bienes y servicios básicos esenciales; 2) la protección y prevención, y 3) la promoción 
de oportunidades10.

Esta serie de transformaciones en materias de Seguridad Social y su paso a un modelo de 
Protección Social, han sufrido un revisión crítica desde diversos gobiernos en lo que va de esta 
década, en especial en lo relacionado al rol que le compete al Estado en el bienestar de los 
ciudadanos.  Esto  ha  llevado  a  una  reformulación  de  las  políticas  de  Protección  Social,  
integrándole  nuevos  componentes  solidarios  y  una  acción  más  directa  del  Estado.  Pero  a 
diferencia de las políticas implementadas en el período desarrollista, las políticas de protección 
social han sido concebidas con criterios de sostenibilidad financiera y diseños técnicos, por lo 
que aún cuando son menos ambiciosas en términos de cobertura y extensión,  se plantean 
como permanentes en el tiempo.

La protección social busca integrar a todas aquellas medidas orientadas a construir sociedades 
más justas e inclusivas,  y a garantizar niveles mínimos de vida para toda la población.  No 
obstante en algunos casos la protección social puede estar orientada a atender necesidades 
particulares de determinados grupos de población —como personas que viven en la pobreza o 
en la extrema pobreza y grupos en mayor vulnerabilidad como son los adultos mayores o los 
pueblos indígenas—, esta debe entenderse siempre como medidas orientadas al conjunto de la 
ciudadanía. En particular, la protección social se considera un mecanismo fundamental para 
contribuir  a  la  plena  realización  de  los  derechos  económicos  y  sociales  de  la  población, 
reconocidos en una serie de instrumentos legales nacionales e internacionales —Declaración 
Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)—. Estos instrumentos normativos reconocen los 
derechos a la educación, a la seguridad social, el trabajo y la protección de niveles de vida 
adecuados para los individuos y las familias, así como el disfrute del mayor bienestar físico y 
mental.

La responsabilidad de garantizar estos derechos recae principalmente sobre el Estado, “que 
debe jugar un papel primordial en la protección social —para que ésta sea interpretada como  
un derecho y no un privilegio—, en colaboración con tres otros grandes actores: las familias, el  
mercado y las organizaciones sociales y comunitarias”11. Con diferencias entre países, en la 
región  de  América  Latina  y  el  Caribe  se  han  implementado  innovadoras  iniciativas  para 

8 Oficina  Internacional  del  Trabajo  (OIT),  Trabajo  decente  en las  Américas:  una  agenda  hemisférica,  2006-2015, 
Informe del Director General en la XVI Reunión Regional Americana, Brasilia. 2006, p. 15.
9 CELADE,  “Tendencias  demográficas  y  protección  social  en  América  Latina  y  el  Caribe”,  en  Serie  Población  y 
Desarrollo, Nº 82, CEPAL, Santiago de Chile, 2008, p. 9.
10 OIT, Op. Cit.
11 Robles, Claudia,  Sistemas de protección social en América Latina y El Caribe: Chile, CEPAL y GIZ, Santiago de 
Chile, 2013, p. 5.
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establecer  dichas  garantías,  que  a  través  de  la  implementación  de  diferentes  clases  de 
transferencias —que comprenden transferencias condicionadas y pensiones no contributivas— 
y la y la expansión progresiva de la protección en salud. No obstante, persiste el desafío en la 
región de integrar las distintas iniciativas en sistemas que aseguren la coordinación de varios 
programas, con su respectiva institucionalización estatal, posibilitando así una mayor sinergia, 
impacto, sostenibilidad, monitoreo y evolución, amplificando sus efectos positivos en la calidad 
de vida de la población12.

Dentro de las políticas sociales la protección social es un pilar central,  que muestra ciertas 
características  propias  derivadas  del  tipo  de  problemas  que  enfrenta,  pero  es  importante 
establecer que no totaliza todas las áreas de las políticas sociales. Es decir, es uno de sus 
componentes,  junto  a  las  políticas  sectoriales  —salud,  educación  o  vivienda—  y  las  de 
promoción social —capacitación, intermediación laboral, entre otras—. De esta forma, así como 
las políticas sectoriales apuntan a proveer de servicios que fortalezcan el desarrollo humano, y 
por su parte, las políticas de promoción social se orientan al desarrollo de capacidades de las 
personas  para  proveerse  de  un  ingreso  autónomo,  a  las  políticas  de  protección  social  les 
compete asegurar un nivel de bienestar económico y social básico a todos los ciudadanos13. 
Bajo  estos  parámetros,  en  América  Latina  se  observan  dos  pilares  que  caracterizan  a  los 
sistemas de protección social: un pilar no contributivo vinculado a la “asistencia social”, ya sea 
de carácter universal o focalizado; y un pilar contributivo, o de “seguridad social”.

III. El Estado Actual de la Protección Social en la Región

El impacto de las reformas estructurales en los sistemas de Seguridad Social ha sido profundo.  
Aún cuando estas reformas han blindado al Estado ante la quiebra inminente y ante fenómenos 
como el  envejecimiento  de  la  población  (y  el  aumento  del  gasto  por  el  crecimiento  de  la  
población  adulta  mayor),  existe  consenso  respecto  a  la  mayor  vulnerabilidad  en  que  se 
encuentra la población latinoamericana. Como plantea la OIT en su Agenda Hemisférica de 
Trabajo Decente en las Américas (2006-2015), “los cambios observados en el decenio de los  
noventa en los mercados de bienes y de trabajo en la región han tenido un impacto profundo  
sobre los niveles de protección social existentes en la región. Si antes había bajos niveles de  
cobertura de la población, en los años noventa hubo un retroceso importante en la mayor parte  
de los casos. Así, se puede decir que, actualmente, la cobertura es menor que la existente  
antes del período de reformas”14.

Gráfico 1. América Latina: Distribución países según afiliación a la seguridad social

12 Cecchini, Simone y Martínez, Rodrigo, Protección social inclusiva en América Latina. Una mirada integral, un enfoque 
de derechos, CEPAL, Santiago de Chile, 2011.
13 Ibíd.
14 OIT, Op. Cit. p. 15
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Fuente: OIT, 2006.

Las características del  mercado laboral  (que tiende a la informalidad) y de los sistemas de 
Protección Social imperantes en la región,  “la mayoría de los cuales adolecen de problemas de  
financiamiento,  inestable  y  procíclico  (…),  y  son  incluso  regresivos  (…),”15,  explican  que  el 
principal  problema  de  los  regímenes  de  Protección  Social  en  América  Latina  es  su  baja 
cobertura, tanto en lo que respecta al número de trabajadores cubiertos, como a la gama de 
riesgos y la calidad misma de la protección16. Por ello, mucha población se encuentra en un 
estado de incertidumbre respecto a su futuro laboral, el acceso a la salud, la cobertura de la 
seguridad social y la disponibilidad de ingresos para la familia17. 

El diseño de sistemas de protección social luego de las reformas estructurales, presuponían 
una ampliación del trabajo formal, pero se observa que la región se ha comportado de manera 
inversa, pues “más de la mitad de la población económicamente activa de la América Latina y  
del Caribe se encuentra en la economía informal y está excluida de la mayoría de las políticas y  
programas de protección social”18, pues es el trabajo el mecanismo de acceso a éste. Por ello, 
la  OIT  y  la  CEPAL  han  planteado  la  necesidad  de  ampliar  el  componente  solidario  y  de 
universalidad  de  las  políticas  y  planes  de  protección  social,  que  permita  amortiguar  la 
incertidumbre en que vive gran parte de la población latinoamericana, en especial aquella más 
vulnerable. Es por ello que la Protección Social a los ojos de estos organismos internacionales, 
debe  comportarse  de  manera  contracíclica,  es  decir,  que  operen  con  mayor  fuerza  en 
momentos de crisis económicas para estimular la demanda. 

Esto se ve refrendado en la  Declaración sobre Justicia Social  para una Globalización Justa  
adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo de la OIT en 2008, la cual definió como 
acción fundamental de los gobiernos “la ampliación de la seguridad social a todas las personas,  
incluidas medidas para proporcionar ingresos básicos a quienes necesiten esa protección, y la  
adaptación  de  su  alcance  y  cobertura  para  responder  a  las  nuevas  necesidades  e  

15 Ibíd.
16 Ibíd.
17 Comisión Económica para América Latina y el  Caribe (CEPAL),  La protección social de cara al  futuro. Acceso,  
financiamiento y solidaridad, CEPAL, Santiago de Chile, 2006.
18 OIT, Euro-Social y OISS,  Estrategias para la extensión de la protección social para trabajadores en la economía  
informal, Centro Internacional de Formación OIT, Santiago de Chile, 2009, p. 1.
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incertidumbres generadas por la rapidez de los cambios tecnológicos, sociales, demográficos y  
económicos”19.

Por su parte la CEPAL plantea en la titularidad de derechos económicos, sociales y culturales 
debe la guía que debe orientar el diseño de políticas públicas de protección social en la región,  
lo cual exige un “nuevo contrato social” que se expresa en normativas de garantías explícitas a 
los  ciudadanos.  Este  marco  plantea  la  necesidad  de  conjugar  “el  horizonte  ético  de  los  
derechos sociales con las opciones viables para avanzar en la consolidación de su titularidad  
en sociedades caracterizadas por una alta inequidad y escasez relativa de recursos”20.

IV. El Estado Actual de la Protección Social en Chile

Diversos  síntomas  de  quiebra  del  sistema y  de  crisis  de  las  sociedades  latinoamericanas, 
llevaron a una redefinición de rol del Estado en la prestación de servicios sociales durante la 
década de 1980 en Chile y en la década de 1990 en el resto del continente, que se tradujo en 
que  el  Estado  redujo  su  radio  de  apoyo,  mediante  la  reducción  drástica  del  gasto  fiscal,  
transfiriendo los riesgos antes cubiertos por el fisco hacia las personas, dejando además de ser 
el proveedor único de los servicios de Seguridad Social, los cuales comenzaron también a ser 
provistos por el Mercado, junto con una considerable disminución del gasto social21.

En uno de sus aspectos más sensibles, como son las políticas de reducción de la pobreza, 
entre los años setenta y ochenta en Chile “estas se basaron en estrictos criterios focalizados  
para  asignar  subsidios  y  transferencias  a  la  población  más  pobre  y  a  los  grupos  más  
vulnerables del país (…). Con respecto a la seguridad social, en 1981 se reemplazó el sistema  
previsional de reparto por un modelo sustitutivo de capitalización individual”22. Estas políticas 
buscaban  de  manera  clara  traspasar  los  riesgos  a  las  personas,  quedando  circunscrito  lo 
público a la asistencia social, es decir, políticas orientadas a aquellos grupos poblacionales que 
no  pueden proveerse  por  si  mismos  de  seguridad,  con  la  consecuente  degradación  de  lo 
público.

En el gobierno de Patricio Aylwin, así como en los siguientes gobiernos de la Concertación de 
Partidos por la Democracia, se introdujeron varias reformas en materia de política social. Entre 
estas se incluía el mejoramiento de las redes sociales de servicios, el aumento de la inversión 
social  y una mejor  focalización.  Se incluyeron nuevos actores en tanto beneficiarios de las 
políticas sociales, como los jóvenes, las mujeres y las personas viviendo en la indigencia, así 
como  nuevos  temas  como,  por  ejemplo,  la  seguridad  pública,  el  acceso  a  la  justicia  y  la  
igualdad de género, entre otros.

En la década pasada se aplicaron varias reformas en las áreas de salud (como el Plan Auge y 
luego GES) y seguridad social (como la Reforma Previsional y Chile Crece Contigo), así como 
políticas de reducción de la pobreza. Desde entonces, las estrategias de protección social se 
han convertido en un pilar central de los esfuerzos de la política social en Chile con una doble 
intención: “aumentar la especialización de las políticas según los distintos grupos sociales y sus  

19 Ibíd.
20 CEPAL, Op. Cit. p. 14.
21 Mostajo,  R.,  “Gasto  social  y  redistribución  del  ingreso:  caracterización  e  impacto  redistributivo  en  países 
seleccionados de América Latina y el Caribe”, En Serie Reformas Económicas, Nº 69, CEPAL, Santiago de Chile, 2000. 
Para el período entre los años 1980 y 1987, e información de la Dirección de Presupuesto para el período entre 1988 y 
1997, el gasto público social como porcentaje del PIB cayó de 23,2% en 1982 a 12,9% en 1989.
22 Robles, Op. Cit. pp. 7-8.
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necesidades y definir una estrategia más inclusiva para proteger a toda la población de los  
diferentes riesgos”23. 

Actualmente, estos esfuerzos persisten, expresado en diversas reformas a las políticas sociales 
e institucionales, que culminó el 2011, en la creación del Ministerio de Desarrollo Social, que 
sustituye al  Ministerio  de Planificación.  El  principal  objetivo de esta  reforma fue mejorar  la 
eficiencia y la eficacia de las políticas de reducción de la pobreza y de desarrollo social, creando 
una instancia coordinadora central. Para mejorar la colaboración intersectorial se ha creado la 
Secretaría  Ejecutiva  de  Protección  Social,  institución  que  pertenece  al  Ministerio  antes 
mencionado y que coordina las actividades de varios ministerios,  entre los que se incluyen 
Salud (MINSAL), Educación (MINEDUC), Vivienda y Urbanismo (MINVU) y Trabajo y Previsión 
Social (MINTRAB).

Por  otra  parte,  ese  mismo  año  2011  se  puso  en  funcionamiento  un  nuevo  programa  de 
transferencias, el Bono de Apoyo a la Familia, que es un esfuerzo extraordinario para erradicar 
la pobreza extrema.

En forma paralela a la expansión de las políticas sociales, el  Estado chileno ha aumentado 
incesantemente el gasto social desde principios de los años noventa. “En 1990, el gasto social  
total era 11,9% del PIB; mientras que en 2009 había aumentado hasta 16,5% del PIB. El gasto  
en salud y educación aumentó a un ritmo constante durante todo este período. Por el contrario,  
el gasto en seguridad social ha sido más volátil y el gasto en vivienda permaneció bajo durante  
el período en cuestión”24 .

Grosso modo, podría caracterizarse el sistema de protección social en Chile como una red de 
servicios y políticas contributivas y no contributivas diseñada para ofrecer protección estatal de 
por vida para los diferentes grupos socioeconómicos. Incluye políticas relativas a la seguridad 
social,  salud  y  educación,  así  como,  de  asistencia  social  para  la  población  más  pobre  y 
vulnerable, incluidas, entre otras medidas, transferencias monetarias y en especie. Este sistema 
también  engloba  políticas  destinadas  a  universalizar  el  acceso  y  fomentar  la  demanda  de 
servicios  sociales  especialmente  diseñados para  los  grupos vulnerables  —primera  infancia, 
niños y jóvenes, entre otros—, así como subsidios para el empleo y la vivienda. Dos de sus 
pilares han sido reformados en la última década, como son las pensiones y la salud, ambos 
bajo un enfoque de derechos.

Asimismo, se han perfeccionado los instrumentos disponibles para mejorar la focalización de los 
recursos  dirigidos  a  esta  población.  “Desde  1979  a  2006,  el  principal  instrumento  para  la  
focalización  de  los  programas  sociales  fue  la  Ficha  CAS,  a  la  cual  se  accedía  según  la  
demanda de las familias que postulaban a los programas sociales y estaba gestionada por las  
municipalidades. La ficha, si bien experimentó cambios durante ese período, mantuvo como eje  
central un conjunto verificable de indicadores de carencias socioeconómicas agrupados en las  
dimensiones de vivienda, educación, ocupación e ingresos y patrimonio, a partir de las cuales  
se construyó un índice estimativo de los ingresos familiares: el puntaje CAS”25.

23 Ibíd. p. 8.
24 Ibíd. p. 11.
25 Ibíd. p. 13.
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V. Conclusiones

Las bases del actual  modelo de desarrollo imperante en Chile, no obstante las importantes 
transformaciones que se le han realizado en las últimas dos décadas, continúa sustentándose 
en la transferencia de los riesgos a las personas y sus familias.  Quién no pueda enfrentar 
dichas  contingencias,  se  convierte  en usuario  de  lo  público,  adquiriendo  lo  público  el  halo 
degradado de la beneficencia. 

Bajo esas premisas, los avances en materia de protección social, en especial los avances en 
materia  de  transferencias  condicionadas  y  beneficios  no  contributivos,  han  demandado  un 
esfuerzo de orden fiscal y buen diseño para su sostenibilidad. Sin embargo, a la pregunta de si  
ello ha favorecido la cohesión social, se aprecia en diversas encuestas y estudios de opinión 
que la población manifiesta un “déficit” de lo común, y desde un plano objetivo, se observa que 
la desigualdad de la sociedad chilena se mantiene estable (eso si, dentro de las sociedades 
más desiguales del planeta), lo que dice relación con que no ha afectado en dicha dimensión 
tampoco.

Ello  ha llevado a que desde diferentes  sectores de la sociedad chilena que manifiestan el  
descontento ante esta situación, y que consideran que el crecimiento económico por si sólo no 
es capaz de garantizar sociedades más cohesionadas e igualitarias, han planteado la necesidad 
de un nuevo pacto o contrato social. Algunos de los elementos que destacan en este aspecto,  
son tres: primero la promulgación de una nueva constitución política que sea expresión de esos 
acuerdos mínimos como sociedad para construir un país más cohesionado. En segundo lugar, 
una reforma tributaria, que permita políticas más solidarias que redunden en una reducción de 
la desigualdad, la cual debería apuntar preferentemente a las empresas que generan mayores 
riquezas. Y, finalmente, seguir por la senda del crecimiento, la capacitación, los mayores niveles 
educativos,  etc.,  que  posibilite  mantener  la  senda  de  crecimiento,  el  aumento  de  la 
productividad y la generación de valor de nuestros productos.

Ello implica el compromiso de diversos actores sociales. Por su parte, el Estado debe ser un 
factor no sólo de regulación, sino un agente activo en la generación de equidad, oportunidades 
y desarrollo. Por su lado, los trabajadores deben asumir que enfrentarán entornos cada vez más 
volátiles y de mayor riesgo (característica intrínseca del estado actual de la economía mundial),  
por lo que necesitan ciertas “certezas” o seguridades que les permitan desenvolverse en este 
contexto,  lo  que  ha  dado  a  llamarse  “flexiseguridad”.  Por  su  parte,  la  empresa  debe 
comprometerse  socialmente  no  sólo  desde  una  perspectiva  instrumental,  como  es  el 
posicionamiento  de su imagen pública,  sino que  debe comprometerse en  un mayor  aporte 
tributario y protección medioambiental, en el entendido que ella será la mayor  beneficiada de 
trabajadores  más  “flexiseguros”  para  enfrentar  los  desafíos  y  contingencias  que  entraña  la 
globalización.

La solución para sobrepasar estas tensiones, ilusiones y tentaciones, no es evidente. Pero se 
encuentra,  en todo caso,  ligada a la reconstrucción del  sentido cívico,  en tanto  sentido de 
pertenencia a un mundo común. En un mundo globalizado, la profundización de la democracia 
es claramente la piedra angular de la implementación de un nuevo contrato social. Pero la 
sociedad necesita una política centrada en la realización del bien social y en la constitución de 
nuevas instituciones  del  lazo social.  La construcción de la  solidaridad es el  núcleo de una 
política renovada.
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